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PROSECRETARIO: Señor Manuel Nande. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
Dese cuenta de los asuntos entrados 
(Se lee:) 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el gusto de recibir a la 
señora ministra de Educación y Cultura, doctora María Julia Muñoz y al director de Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales, doctor Pablo Maqueira. 


El tema de hoy fue planteado en su momento por el señor diputado Abdala, quien propuso invitar a la señora 
ministra de Educación y Cultura para considerar el dictamen de la Fiscalía de Gobierno de Primer Turno 
relativo al procedimiento licitatorio para la adquisición de una aeronave multipropósito. 


Antes de ceder el uso de la palabra a la señora ministra, vamos a solicitar al señor diputado Abdala -que fue 
quien promovió la convocatoria- que introduzca el motivo de su planteamiento. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Comienzo por agradecer a la señora ministra, la doctora María Julia Muñoz, y al 
señor director de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales, doctor Pablo Maqueira, por su presencia 
en la mañana de hoy. Lo hago con mucha convicción, más allá de cualquier tipo de formalidad habitual en 
este tipo de casos, porque tengo un elevado concepto de la señora ministra. Hemos mantenido una relación 
muy fluida en el ámbito del Parlamento y, además, me consta -es un elemento que hay que poner en la 
balanza a la hora de hacer un análisis- que el Ministerio de Educación y Cultura es una secretaría de Estado 
con una competencia amplísima y diversa, que tiene a su cargo distintos asuntos, de la más variada 
naturaleza. Siempre se ha dicho que es algo así como el ministerio residual porque cuando se crea un 
organismo nuevo o se establece un reordenamiento de competencias, cuando estas no encuadran 
específicamente en ninguna de las otras Carteras, esas tareas terminan bajo la responsabilidad del Ministerio 
de Educación y Cultura. Es el caso del tema que nos convoca en la mañana de hoy, el vinculado a las 
Fiscalías de Gobierno, que son organismos asesores del Poder Ejecutivo, pero vinculados con él a través del 
Ministerio de Educación y Cultura. 


Voy a ser muy breve porque los hechos son muy concretos. 


El motivo de esta convocatoria está vinculado a aspectos de índole institucional. No tiene que ver con actos 
cumplidos o hechos asumidos por la señora ministra en forma personal. 


Cuando promoví esta instancia, dije que mi propósito no era cuestionar a la señora ministra porque no 
estamos hablando de decisiones que ella directa y personalmente haya tomado. Estamos hablando -como lo 
señaló el señor presidente al inicio de la sesión- de un pronunciamiento, de un asesoramiento o de un 
dictamen -no sé cómo se lo debe llamar- de la señora fiscal de Gobierno de Primer Turno, emitido en el 
marco de una discusión a la que asistió todo el país a través de los medios de comunicación: la licitación para 
la compra del llamado “avión presidencial”. Por supuesto, no es esa licitación la que nos convoca hoy; eso ya 
se dirimió en el Parlamento y fue motivo de una interpelación por parte del señor senador Bordaberry en la 
Comisión Permanente, a la que asistimos con el señor diputado Groba -con quien la integrábamos en ese 
entonces-, en el último receso parlamentario. En ese contexto, el Poder Ejecutivo solicitó, legítimamente, un 
asesoramiento de la señora fiscal de Gobierno de Primer Turno, que se emitió en términos que diría que son 
irreprochables desde el punto de vista del fondo del asunto. Se puede coincidir o discrepar con la señora 
fiscal en cuanto a su posición respecto del proceder del Poder Ejecutivo a la hora de esa licitación, pero eso 
pertenece al ámbito de la independencia técnica de la que, sin ninguna duda, gozan los técnicos y los 
profesionales actuantes en el ámbito del Estado a la hora de realizar sus pronunciamientos; por lo tanto, 
tampoco es eso lo que motivó esta convocatoria. 


Sin embargo, concomitantemente a esas definiciones vinculadas con los aspectos licitatorios y con los 
relacionados con la contratación administrativa, la señora fiscal incurrió en una serie de aseveraciones, de 
afirmaciones, de conceptualizaciones que yo no dudaría en catalogar de agravios y de injurias referidas al 
Tribunal de Cuentas de la República, desde el punto de vista institucional y, por añadidura -y no solo por eso, 
sino también directamente-, a los señores ministros que lo integran. 


En ese dictamen -que tengo aquí y que, obviamente, la señora ministra y el señor director de Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales conocen- se expresó que los miembros del Tribunal de Cuentas 
habían actuado con irresponsabilidad, en función de móviles espurios, que habían asumido una actitud 
antijurídica a la hora de ejercer sus competencias constitucionales en este tema y que la forma de trabajo del 
Tribunal de Cuentas no había estado bien orientada. Además, según la fiscal, los miembros del Tribunal de 
Cuentas no habían actuado conforme a derecho y están sujetos al juicio político, en lo que parecería una 
suerte de amenaza velada contra esa institución. 


Sin exagerar, yo creo que esto es grave, porque -reitero- desde nuestro punto de vista, implica un desborde, 
una evidente extralimitación de las funciones, no solo de los fiscales de Gobierno, sino de cualquier asesor 
del Poder Ejecutivo a nivel del propio Poder Ejecutivo o de los distintos ministerios que lo componen. Tanto 


es así que esto motivó la reacción del propio Tribunal de Cuentas. No es algo que se nos ocurra a nosotros o 
que estemos exagerando los términos de la interpretación o el alcance de estas afirmaciones. 


Pocos días después, concretamente el 14 de febrero de 2017 -precisamente, en el mismo momento en que se 
llevaba adelante la instancia parlamentaria a la que hice referencia-, el Tribunal de Cuentas hizo llegar al 
Poder Legislativo, al presidente de la Asamblea General, al señor vicepresidente Raúl Sendic, un 
pronunciamiento que creo que me exime de mayores esfuerzos a la hora de fundamentar la gravedad de esta 
situación. Dicho pronunciamiento sostiene, entre otras cosas, que el Tribunal no puede soslayar las 
afirmaciones que realiza la fiscal de Gobierno, que además de resultar agraviantes para ese Tribunal y sus 
funcionarios, refieren también a circunstancias que nada tienen que ver con el aspecto jurídico de fondo. Se 
dice que se rechaza la supuesta falta de transparencia del Tribunal y que haya una invasión injustificada a la 
autonomía del Tribunal de Cuentas, se expresa que las expresiones fueron desafortunadas y el Tribunal 
termina reivindicándose a sí mismo en cuanto a que su función está dedicada a la defensa irrestricta del orden 
jurídico. Asimismo, reivindica a los funcionarios técnicos, que actúan en base a la más absoluta honestidad y 
autonomía, etcétera. Obviamente, no voy a extenderme porque no quiero aburrir a la Comisión; sin embargo, 
me parece que esto pone en blanco y negro los hechos que nosotros estamos trayendo a colación. 


En el Uruguay todos podemos enorgullecernos -cuando digo “todos”, me refiero a todos los partidos 
políticos y a todos quienes estamos presentes en esta sesión de la Comisión del día de hoy- de un respeto 
irrestricto a la institucionalidad. Creo que eso está en la propia identidad nacional: respetar la investidura y la 
jerarquía de los Poderes del Estado y de los organismos de contralor. El Tribunal de Cuentas es un organismo 
que, sin ser formalmente un Poder del Estado, tiene la misma jerarquía institucional que ellos. Así lo define la 
Constitución de la República, y yo sé que estos principios son compartidos por la señora ministra, de quien 
tengo un elevadísimo concepto y, además, los ha aplicado a lo largo de toda su trayectoria pública. Además, 
sé que los comparte, porque no podría hacer semejante agravio al señor presidente de la República ya que, 
más allá de coincidencias o diferencias en la compra del avión presidencial o de cualquier otro asunto, el 
presidente Vázquez respeta la Constitución de la República y, por lo tanto, la autonomía del Tribunal de 
Cuentas. Entonces, no parece razonable que si los representantes de más alto nivel de la conducción política 
del país se ciñen a esos criterios que todos compartimos y respecto de los cuales el Parlamento sin duda tiene 
la intransferible misión de velar por su cumplimiento, una funcionaria subalterna y subordinada pueda 
tomarse la libertad de incurrir en ese tipo de afirmaciones con relación a un Poder del Estado. 


Por lo tanto, me parecía necesario que la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración se abocara al análisis y a la reflexionar sobre este tema. Ese es el sentido de lo que queremos 
solicitar a la señora ministra: que nos trasmita la visión del Poder Ejecutivo con relación a esto. 


Y agrego una sola cosa más. Creo -lo adelanto desde ya y también es una pregunta que trasladamos a la 
doctora Muñoz- que esto debería dar lugar a alguna consecuencia desde el punto de vista disciplinario, 
porque los Fiscales de Gobierno son funcionarios subordinados del Poder Ejecutivo, como cualquier otro 
funcionario presupuestado. En este caso, no estamos hablando de funcionarios que hagan una carrera 
administrativa típica, pero sí están sujetos a las normas disciplinarias y de comportamiento de los 
funcionarios públicos en general. 


Cuando digo que esto debería dar lugar a algún tipo de procedimiento o, eventualmente, a algún tipo de 
observación, sanción o como se lo quiera llamar, no lo digo en el sentido de que podamos regodearnos de esa 
circunstancia, sino en el sentido del orden que las cosas deben tener y de que muchas veces hay que tomar 
decisiones para mantener la buena salud institucional y para que las cosas funcionen como deben. 


Ese era el sentido de esta convocatoria. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Siempre nos interesa dejar en claro nuestra 
posición. 


Entendemos que la multiplicidad de temas que a lo largo de la historia han caído en el Ministerio de 
Educación y Cultura, lo hacen verdaderamente muy diverso. 


Haremos una breve reseña de la naturaleza de las funciones de las Fiscalías de Gobierno. 


Constituyen un cuerpo técnico- administrativo, jerarquizado al Poder Ejecutivo, con un cometido de 
asesoramiento jurídico. 


Los fiscales de Gobierno, en el ejercicio de sus funciones de asesores gozan de independencia técnica. Es 
más: en los asuntos que les fueren encomendados pueden expedirse de acuerdo a sus convicciones, 
estableciendo las conclusiones que crean arregladas a derecho. 


El reconocimiento de la independencia técnica resulta una identidad fundamental porque en lo que respecta 
al ejercicio de sus cometidos, si los fiscales de Gobierno estuvieran sujetos a otra jerarquía, se estaría 
desnaturalizando el cumplimiento de su función, que es velar, en lo que les corresponde, por el cometido 
sustantivo del asesoramiento jurídico. Por lo tanto, la independencia técnica no reconoce superiores en el 
asunto en que el fiscal esté entendiendo, en razón de que cualquier orden, consejo, orientación o sugerencia 
proveniente de un centro de poder se convierte irremediablemente en destructora de esa independencia. 


Poseen jerarquía constitucional, según el artículo 168 de la Constitución de la República. Son consultados 
por el Poder Ejecutivo, por la Presidencia de la República, por los ministerios u oficinas con rango 
ministerial, por el director Nacional de Aduanas, por el presidente del Directorio de la Junta Nacional de 
Transparencia y Ética Pública, por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en asuntos jurisdiccionales 
incluyendo cuando es parte el Poder Judicial, toda vez que dicho Tribunal así lo decida. 


Por lo tanto, el dictamen de referencia es un asesoramiento jurídico vertido dentro de los márgenes de la 
independencia técnica, cuyo alcance determinó que el Tribunal de Cuentas, en la Resolución N* 442/17 diga 
“compartiendo lo informado por la Fiscalía de Gobierno de Primer Turno”. 


No voy a seguir ahondando en lo que hace a la independencia técnica; el doctor Maqueira lo fundamentará 
posteriormente. 


Desde el punto de vista del Ministerio de Educación y Cultura, entendemos que el Poder Ejecutivo no debe 
interferir en el ejercicio de los cometidos de las Fiscalías de Gobierno y tampoco manejar las sensibilidades 
de las personas que son alcanzadas por las opiniones técnicas de la Fiscalía. 


En este momento, quisiera aclarar que, en realidad, a lo largo de mi desempeño en instituciones públicas, no 
le he temido al trabajo; por lo tanto, si esta Comisión o si el Parlamento entienden que el Ministerio de 
Educación y Cultura, en la figura de la ministra, tiene que controlar los dictámenes de la Fiscalía -porque 
para sancionar se debe controlar-, podría proponer una ley. Yo estimo que sería anticonstitucional, pero el 
Poder Legislativo es independiente y podría proponer una ley. 


Reitero: no le temo al trabajo y me asesoraría debidamente para ser competente en la corrección de los 
dictámenes de la Fiscalía de Gobierno, si es que el Parlamento así lo resuelve. 


Solicito al señor presidente que conceda el uso de la palabra al doctor Maqueira para que profundice sobre 
la legislación vigente y el marco constitucional. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- La señora ministra ha centrado el tema correctamente en el sentido de ubicar 
las expresiones que están siendo cuestionadas, que fueron volcadas en un dictamen técnico de la Fiscalía de 
Gobierno. 


Efectivamente, la Fiscalía de Gobierno tiene una raigambre constitucional y la reglamentación de su 
funcionamiento se da, básicamente, a través del decreto de funcionamiento. De ese decreto surge claramente 
que en el ejercicio de sus funciones los fiscales gozan de independencia técnica en los asuntos que les fueron 
encomendados o pueden expedirse de acuerdo con sus convicciones, estableciendo las conclusiones que 
crean arregladas a derecho. 


Sé que todos los señores diputados tienen claro cuál es la ubicación institucional de la Fiscalía, pero a los 
efectos de ordenar la exposición debo decir que se trata de un órgano asesor -no es un asesor del ministro ni 
del Poder Ejecutivo- que en el ejercicio de su función tiene una subordinación administrativa. Esto significa 
que lo que controla el Ministerio respecto a la Fiscalía de Gobierno son cuestiones administrativas de 


funcionamiento del organismo, pero no sus dictámenes técnicos, sobre los que los fiscales tienen absoluta 
independencia. Esto es importante a los efectos de determinar la posibilidad de sancionar a los fiscales de 
Gobierno. Efectivamente, estos pueden ser alcanzados por una sanción del Ministerio de Educación y Cultura 
en cuanto a aspectos administrativos. Si el fiscal de Corte expide sus dictámenes fuera de plazo, no los expide 
o falta injustificadamente, está sujeto como funcionario de la Administración central al Estatuto del 
Funcionario y tendrá sus responsabilidades desde el punto de vista administrativo. Cuando realiza su labor 
técnica -como en este caso-, el Ministerio de Educación y Cultura no puede opinar sobre las expresiones allí 
vertidas y menos sancionar por las opiniones que se manejen en esos dictámenes. 


Esa es la posición institucional que tiene la Fiscalía de Gobierno respecto al Ministerio y el alcance que 
tiene el poder sancionatorio del Ministerio sobre los fiscales de Gobierno. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Concluyo que las explicaciones son bastante decepcionantes. Además, se 
apoyan en una suerte de confusión conceptual honesta -no juzgo intenciones- de parte de la señora ministra y 
del director de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales. El director es abogado y está a cargo de una 
repartición que se vincula con aspectos estrictamente jurídicos, por lo que debería saber que debe distinguirse 
la independencia técnica -que es absolutamente impenetrable y debe respetarse de manera irrestricta, tanto la 
de los señores fiscales de Gobierno como la de quienes actúan en el ejercicio de su función técnica- de los 
aspectos que tienen que ver con las cuestiones más personales. Hay que separar claramente la paja del trigo. 
Una cosa es el pronunciamiento de la señora fiscal sobre la compra del avión presidencial -que nadie ha 
cuestionado jamás, más allá de que discrepé con él en el ámbito parlamentario en el último receso- y otra es 
decir a los miembros del Tribunal de Cuentas que actúan por móviles espurios, con irresponsabilidad y que 
pueden ser sometidos a juicio político, en una especie de velada amenaza. Además, se dijo que su 
comportamiento es antijurídico. Ahí entramos en el plano de los agravios. 


Voy a mencionar dos ejemplos hipotéticos para ver si podemos entendernos. 


Esto mismo no podría hacerlo el Tribunal de Cuentas, ya que desde el punto de vista institucional es un 
organismo de bastante mayor jerarquía que la Fiscalía de Gobierno -por razones obvias, esta es una suerte de 
órgano desconcentrado y está sometido a la jerarquía de Poder Ejecutivo; el Tribunal de Cuentas no está 
sometido a ninguna jerarquía- y si en alguno de sus fallos con relación a cualquier tema vinculado con el 
control de la regularidad jurídica en la Administración, además de pronunciarse sobre el caso concreto dijera 
que los ministros actúan con móviles espurios o que son unos irresponsables, la Asamblea General, que es la 
que designa y destituye a los miembros del Tribunal de Cuentas -como lo recuerda la señora fiscal de 
Gobierno en este caso-, podría tomar iniciativa y, eventualmente, destituirlos. En un estado de derecho no es 
que cualquiera, en nombre de la independencia técnica, hace lo que quiere. 


Y si mañana un fiscal de Gobierno fuera llamado a asesorar al Poder Ejecutivo por equis asunto y resolviera 
agraviar al presidente de la República, a la señora ministra o a otro integrante del Poder Ejecutivo ¿no 
estaríamos en una situación similar a esta? ¿Eso entraría también dentro del resguardo de la independencia 
técnica? ¡Por supuesto que no! Esto es lo que denunció el Tribunal de Cuentas en la nota que acabo de 
mencionar, a la que no se le ha asignado importancia por parte del Poder Ejecutivo y de la señora ministra. 
Esto me parece muy grave. 


Comparto que probablemente haya un vacío y sea necesario -y estoy dispuesto a avanzar en ese sentido- 
promover un estatuto para los fiscales de gobierno, ya que no lo hay. Su competencia está muy dispersa en el 
ordenamiento jurídico. Hay distintas normas que establecen la posibilidad de que los fiscales sean 
consultados, pero no existe una ley que regule su actividad o que establezca un estatuto. No me refiero a 
arbitrar soluciones del tenor que mencionó la señora ministra -no estoy pensando en ninguna regulación que 
permita que el Poder Ejecutivo se introduzca en los aspectos técnicos a la hora de que los fiscales de 
gobierno fallen sobre distintos aspectos que son sometidos a su consideración; eso sería inconstitucional-, 
sino a efectos de establecer un estatuto de funcionamiento como el que acabamos de aprobar para los fiscales 
que integran el ministerio público, la Fiscalía General de la Nación. Seguramente, allí hay un vacío. En 
ausencia de leyes expresas -como dijo el director de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales-, se 
aplican las normas generales del Decreto N* 500 vinculadas con el comportamiento y la actuación de los 
funcionarios públicos. Es evidente que los fiscales actúan a través de lo que escriben y dicen, pero no pueden 
escribir y decir cualquier cosa. No pueden agraviar a otra autoridad pública; no pueden atacar al Tribunal de 
Cuentas. A mi juicio, ha habido un ataque. Estas expresiones no pueden leerse de una manera diferente, como 


no lo hace el Tribunal de Cuentas. No se puede tratar de irresponsables a los ministros del Tribunal de 
Cuentas. Se puede discrepar con ellos porque en Uruguay estamos sometidos a un régimen de libertades, 
gracias a dios, y podemos cuestionar las decisiones del presidente de la República, de la señora ministra de 
Educación y Cultura, de los legisladores, de la Suprema Corte de Justicia, de los jueces actuantes en las 
causas concretas y del Tribunal de Cuentas, pero no tenemos derecho a agraviar a las autoridades, sobre todo 
a una institución. En este caso, el agravio es doble; el Tribunal de Cuentas lo interpretó como un agravio 
institucional y terminó reivindicándose a sí mismo por el pronunciamiento de un asesor. Sería muy grave si 
esto lo hubiera dicho el presidente o la ministra de Educación y Cultura; estoy seguro de que ellos nunca lo 
dirían. Me cuesta entender que se tolere pacíficamente que un funcionario subordinado, un fiscal de 
Gobierno, actúe así. Más allá de que se considere a la Fiscalía como un órgano desde el punto de vista 
administrativo, el Órgano tiene un soporte humano, que es su titular, y está claro que ha incurrido por un 
camino diferente, a mi juicio, bastante peligroso. 


No voy a insistir con que se apliquen sanciones porque ya se me ha dicho que no. Sin embargo, manifiesto 
mi discrepancia absoluta con la señora ministra en función del temperamento que hemos escuchado. 
Evaluaremos esta situación de aquí en adelante. 


SEÑOR GROBA (Óscar).- Previamente, quiero saludar a los invitados. 


No integro esta Comisión, tampoco soy delegado de sector, pero en función de colaborar con los debates y 
las aclaraciones en forma propositiva, en determinados momentos quiero formular apreciaciones sobre 
ciertos temas como el que en este caso ha planteado el señor diputado preopinante. 


Participé de este debate en la Comisión Permanente. Esto no es nuevo; ya ha estado en el debate. Quiero 
dejar constancia de que el señor diputado Abdala no está conforme con las explicaciones de la señora 
ministra, pero a nosotros nos han dejado claramente satisfechos. Asimismo, en los debates de la Comisión 
Permanente quedó totalmente claro que desde afuera del Tribunal de Cuentas no hubo ninguna intervención 
para que pudiera actuar normalmente, así como en el caso que trajo a colación el señor diputado Abdala en la 
interpelación por el avión multipropósito. Aprovecho a decir que esa es la verdadera denominación que tiene 
el avión en cuestión. 


(Interrupción del señor representante Pablo Abdala) 


——=EEl lenguaje oficial es el lenguaje. En el sistema democrático, por suerte, es así. En su momento, hace 
mucho tiempo, usted también tuvo la oportunidad de utilizar el mismo lenguaje oficial. 


Del expediente de la solicitud del Ministerio de Defensa Nacional y del Poder Ejecutivo reiterando el 
levantamiento de las objeciones no surgió ningún elemento ofensivo para el Tribunal de Cuentas. Así quedó 
establecido concretamente, además de haber consultado con el propio Tribunal de Cuentas este elemento que 
vuelve a traer en cuestión el señor diputado preopinante. 


Quiero dejar constancia de que estas explicaciones nos satisfacen, al igual que las que se brindaron en su 
momento en la Comisión Permanente respecto de este tema. Naturalmente, el señor diputado preopinante 
tiene todo el derecho a hacer apreciaciones, pero reitero que las que hizo en su momento en la Comisión 
Permanente y las que formuló ahora son equivocadas. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Quisiera hacer algunas aclaraciones. 


La insistencia del gasto por parte del Poder Ejecutivo ante las observaciones u objeciones del Tribunal de 
Cuentas debe estar fundamentada. El Poder Ejecutivo solicitó un dictamen a la Fiscalía de Gobierno para 
contar con fundamentación más correcta que, en este caso, dio mérito a que el Tribunal de Cuentas levantara 
las observaciones formuladas. 


Cualquier ciudadano, ejerza o no un cargo de jerarquía en el Gobierno, tanto en el Poder Legislativo como 
en el Poder Ejecutivo, puede tener opiniones sobre las actuaciones de los organismos públicos. Por suerte en 
nuestro país la democracia está debidamente consagrada y todos tenemos libertad de opinión. 


El Ministerio de Educación y Cultura -que, como señaló muy bien el señor diputado Abdala, tiene múltiples 
funciones o satélites- respeta la independencia técnica de las Fiscalías de Gobierno; además, no recibió queja 


alguna -tampoco correspondería- por parte del Tribunal de Cuentas. 


Por lo tanto, no puedo decir que no he leído en la prensa las objeciones que plantea el diputado, pero nunca 
fueron comunicadas formalmente al Ministerio de Educación y Cultura. En el día de ayer, un medio de 
comunicación escrita pedía la sanción de la fiscal; si fuera a actuar por lo que se pide por la prensa, la hubiera 
sancionado ayer, sin necesidad de venir hoy. Creo si desde el Ministerio de Educación y Cultura nos 
involucráramos en un tema que no es estrictamente administrativo -como señala el doctor Maqueira-, 
estaríamos violando la independencia técnica, cosa que no hemos hecho. Por lo tanto, este Poder del Estado 
debería legislar que nosotros actuemos en esa situación, cuyo marco constitucional, a mi entender, es 
realmente dudoso. De todos modos, lo dejo a consideración del Poder Legislativo. Yo creo que no es 
pertinente ni reglamentario que actuemos frente a esta situación. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- Quiero hacer alguna aclaración sobre lo que decía el señor diputado Abdala, 
que hablaba de que nuestra posición se basaba en una especie de confusión conceptual. No creemos que 
exista confusión conceptual sino que puede haber diferentes opiniones. Entendemos que todos tenemos claro 
-eso se dijo desde el principio- cuál es el posicionamiento institucional. Mis expresiones fueron a los efectos 
de ordenar la exposición. 


El señor diputado manifestó que quizás sea necesaria la regulación de un estatuto para la Fiscalía de 
Gobierno. Está dentro de las potestades del Poder Legislativo hacerlo, como lo dijo la señora ministra. En ese 
caso, existe una especie de reconocimiento de que con la actual estructura jurídica de la Fiscalía de Gobierno 
y el vínculo que tiene con el Ministerio de Educación y Cultura es que sostenemos que la potestad 
disciplinaria del Ministerio no puede alcanzar los dichos de una fiscal de gobierno vertidos en un dictamen. 
Esto está expresamente contenido en el Decreto N* 106, de 1979. Si bien no es una norma legal sino 
reglamentaria es la norma que existe hoy por hoy. El artículo 2? de esa norma establece que sobre los asuntos 
que les fueren encomendados pueden expedirse de acuerdo con sus convicciones, estableciendo las 
conclusiones que crean regladas a derecho. Eso, en nuestra opinión, nos inhibe de ejercer la potestad 
sancionatoria en materia de dichos en un dictamen técnico. Si no, deberíamos entrar a analizar dictamen por 
dictamen para ver qué dicen los fiscales y si son pasibles de derecho. En mi opinión -no comprometo a 
nadie-, entiendo que es un camino peligroso entrar a analizar dictamen por dictamen. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Solo quiero hacer algunos comentarios en relación con las últimas expresiones 
de la señora ministra y del señor director. 


En primer lugar, creo que la ministra tiene derecho a escudarse -en el buen sentido de la expresión- en la 
circunstancia de que no recibió una queja o un mensaje escrito o formal del Tribunal de Cuentas; si no lo 
recibió, está bien. Yo quiero hacerle llegar, entonces -porque tampoco tienen por qué conocerlo, más allá de 
lo que trascendió en la prensa, que fue muy enfático, y de lo que se dijo en la interpelación- una copia del 
dictamen que recibimos de parte del Tribunal de Cuentas los integrantes del Poder Legislativo con relación a 
este asunto, para su exclusivo conocimiento. 


En segundo término, empiezo a deducir algunos aspectos vinculados con el estilo de las respuestas que aquí 
se han ensayado. El señor director de Asuntos Constitucionales, a los efectos de fundamentar la no injerencia 
en los dictámenes de los fiscales de gobierno -cosa que compartimos- se apoya en una disposición de la 
dictadura militar, que es el Decreto N* 106, de 1979. Sería bueno que el gobierno lo revisara, porque en todo 
caso debe de estar un poco anticuado y pertenecer a un contexto de la vida del país donde seguramente 
agraviar a los miembros del Tribunal de Cuentas y a cualquiera a través de un dictamen de la Fiscalía de 
Gobierno sería una cosa bastante admitida, porque se agraviaba y se hacían cosas mucho peores también, 
como todos sabemos. 


Creo -repito- que el señor director es presa de una confusión, que es la misma que señalé antes. Yo no estoy 
cuestionando el dictamen técnico del fiscal de gobierno. Yo no estoy pidiendo que el Poder Ejecutivo revise 
cada uno de los dictámenes, aunque se supone que los revisa porque si los pide, es para leerlos. No estoy 
pidiendo que hagan un examen exhaustivo del ejercicio de la independencia técnica de los fiscales en cada 
pronunciamiento. Estoy hablando de un hecho específico y concreto, que no se da todos los días ni en cada 
dictamen de un fiscal de gobierno, que no se da en los dictámenes de los fiscales de gobierno, que se dio en 
este caso y a través de un dictamen. Es el hecho grave de que esta funcionaria haya agraviado al Tribunal de 
Cuentas, como lo sostiene el propio Tribunal. Podría haber sido emitiendo una opinión a través de los medios 


de comunicación, por ejemplo. ¿Eso también lo tendríamos que haber tolerado en nombre de la libertad de 
expresión? 


En este sentido, tampoco comparto lo que dice la señora ministra en cuanto a que cualquier ciudadano 
puede decir lo que quiere, porque también está sometido a las consecuencias penales de un delito de 
difamación e injurias, etcétera. De todos modos, no podemos comparar -porque no es lo que está en discusión 
acá- los límites de la libertad de expresión de un ciudadano con los de un funcionario técnico que está 
sometido a jerarquía. Los funcionarios públicos no pueden decir cualquier cosa. En el día de ayer discutíamos 
con relación a las expresiones de un director de ente autónomo. En nombre de la libertad de expresión, no se 
debería censurar al economista Bergara -estoy poniendo una hipótesis escogida al azar- porque haya hablado 
de política. Entonces, ¿por qué se lo censura? Porque la Constitución no le permite hablar de política. Se 
supone que a los fiscales de gobierno, en su condición de funcionarios técnicos subordinados al Poder 
Ejecutivo, no se les debería permitir que agravien al Tribunal de Cuentas. Eso es lo que está en discusión acá, 
no la libertad de expresión. 


En la medida en que no surjan elementos nuevos, me queda clara cuál es la posición del Poder Ejecutivo. 
No la comparto, lo lamento mucho y seguiré analizando la situación. 


Quiero plantear otra consulta con relación a este tema, ya que tenemos la presencia de la ministra. 
Indagando con relación a los antecedentes de la doctora Da Rosa Callorda -que es la funcionaria de que 
estamos hablando-, me encontré con que quienes ocupaban con anterioridad ambas Fiscalías de Gobierno, de 
primer y segundo turno, los doctores Toma y Borrelli tienen sus cargos en situación de reserva, en función de 
que han sido designados para ocupar otras funciones públicas: en el caso del doctor Toma, la secretaría de la 
Presidencia, y del doctor Borrelli, la junta anticorrupción. Quisiera preguntar -porque no lo sé, lo digo 
sinceramente; seguramente, el doctor Maqueira podrá respondernos- si esto tiene sustento legal. Lo debe de 
tener, no lo estoy cuestionando, pero quisiera saberlo y me explico por qué. Obviamente, los funcionarios 
administrativos, los que hacen carrera administrativa, los presupuestados tienen derecho a reservar sus cargos 
cuando son convocados a ejercer cargos de confianza política. Me pregunto sí este es el caso, porque los 
fiscales de gobierno no son funcionarios que hagan carrera administrativa. Están cumpliendo una función. Se 
los designa en la fiscalía de gobierno y como se los pone, se los saca. Entonces, no entendí muy bien la 
necesidad de que los doctores Toma y Borrelli tuvieran que pedir esta reserva del cargo para abocarse a otra 
función de confianza política o presupuestal -como se le quiera decir- del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- Con respecto a la naturaleza de la norma que contiene esta especie de 
estatuto de la Fiscalía de Gobierno, que es el Decreto N* 106, de 1979 -que será precario y habrá que 
modificarlo-, efectivamente, es de la dictadura. Tenemos varias normas que tienen su origen en la dictadura, 
inclusive normas legales que han sido convalidadas. Eso, por sí solo, no alcanza. También debo decir que este 
decreto ha sido revisado y ha tenido varias modificaciones desde el año 1984. Ha sido reformulado en el año 
1994 y en otras oportunidades; es más: la última modificación se hizo a través del Decreto N? 97, de 4 de 
abril de 2017. Es una norma que se ha ido modificando en plena democracia. 


En cuanto a la última interrogante que plantea el señor diputado, administrativamente los fiscales de 
gobierno son funcionarios públicos dependientes de la Administración y están alcanzados por el Estatuto del 
Funcionario Público. La norma que habilita la reserva de cargos no hace distinción. Si no recuerdo mal, se 
trata de la Ley N* 17.930, que en su artículo 21 habla de cargos presupuestados; no tengo bien presente el 
texto exacto de la norma. Entendemos que están amparados por esa norma y no es que se los designa o se los 
saca como se quiere. Entendemos que no se puede sacar a un fiscal de gobierno mediante una simple 
resolución, sin recorrer los mecanismos legales y constitucionales previstos para la remoción de los 
funcionarios públicos. En ese sentido, los alcanza la posibilidad de reserva del cargo. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Como quedó claro desde el inicio, hay una suerte de anomia muy importante, es 
decir, de falta de normas y de regulaciones con relación a la actividad de los fiscales. A los efectos 
estrictamente informativos, ¿lo que usted nos trasmite es que el Poder Ejecutivo, que designa a los fiscales de 
gobierno, no los puede sacar en cualquier momento y que para ello debería recorrer el procedimiento de 
cualquier funcionario público: ineptitud, omisión o delito con venia del Senado. ¿Es así? 


SEÑOR MAQUIERA (Pablo).- Entendemos que es así. Nunca sucedió con un fiscal. Hubo una destitución, 
que fue la del procurador del Estado, que tiene un estatuto similar, y se tramitó la venia en el Senado y se 
siguió todo el procedimiento. 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- Saludamos a la ministra y al director. Nuevamente, la Comisión no está 
desempeñando su rol fundamental de legislar sino recibiendo autoridades de gobierno que son convocadas 
para dar explicaciones. Las estamos escuchando. 


Compartimos las apreciaciones que hicieron la ministra y el doctor Maqueira. Podríamos seguir discutiendo 
y, evidentemente, no nos pondríamos de acuerdo, porque hay una postura de parte del Poder Ejecutivo que 
nosotros compartimos y otra de parte del diputado del Partido Nacional que solicitó la concurrencia de las 
autoridades a esta Comisión. 


Compartimos lo que se ha expresado con respecto a la independencia técnica. También compartimos que el 
centro de lo que tendríamos que estar discutiendo es que el Tribunal de Cuentas levantó las observaciones 
con este dictamen y diría que las otras apreciaciones que se hacen podrían ser catalogadas como subjetivas, 
porque es el propio tribunal el que manifiesta haberse sentido agraviado por las expresiones vertidas en ese 
dictamen técnico. Como dice la señora ministra, ni siquiera fueron comunicadas al propio Ministerio en 
forma, en caso de que el Tribunal de Cuentas quisiera que se accionara en algún sentido. 


Acá estuvimos discutiendo, hace poco tiempo, el Estatuto del Ministerio Público y Fiscal. Avanzamos 
legislando en ese sentido y se dio una discusión en esta Comisión con respecto al concepto de independencia 
técnica que deben tener los fiscales dependientes del Ministerio Público y Fiscal. En aquel momento, 
analizamos el contenido de las instrucciones generales y se hizo referencia a que las mismas no afectaran las 
expresiones, la independencia técnica ni el contenido de los dictámenes que los fiscales pueden hacer en uso 
de sus atribuciones. Por lo tanto, algunas expresiones que se han vertido acá nos llaman poderosamente la 
atención. Capaz que si legisláramos -como propone la señora ministra- en el mismo sentido con respecto a la 
Fiscalía de Gobierno, daríamos la misma discusión. La conclusión no podría ser otra que aquella a la que se 
arribó en aquel momento, cuando también se pidió por parte de la oposición al Fiscal de Corte que precisara 
con certeza qué eran las instrucciones generales y que estas de ninguna manera afectaran la independencia 
técnica de los dictámenes, reitero, en este caso, de los fiscales. 


Simplemente quería dejar esas constancias. Repito que compartimos el ánimo, las expresiones y los 
fundamentos que desde el Ministerio se han vertido sobre este tema. 


SEÑOR COUTO (Martín).- Reitero el saludo y la bienvenida a la ministra y al señor director. 


La verdad es que no soy abogado -ayer se discutió en la Cámara-, pero eso no es requisito y nadie lo ha 
planteado aquí para ser legislador ni mucho menos. Obviamente, el requisito es conocer la técnica por sí 
mismos o través de asesoramientos para legislar. El trabajo en el que nos debiéramos concentrar no es el 
estrictamente jurídico, porque el Parlamento tiene previsto sistemas de asesoramiento bastante extendidos. 
Como este es un documento de una fiscal asesorando a un jerarca, parecería que debiéramos incorporar la 
lógica del jerarca asesorado. ¿¿Por qué digo esto? Porque si uno hace un análisis del texto, tal vez 
introduciendo alguna técnica de análisis documental de tipo sociológico -que es de donde vengo y lo que 
puedo aportar para tratar de sumar otra mirada-, hay una parte contextual o una introducción sobre normativa 
general del documento de la fiscal y recién en la página 5 -yo lo numeré porque no estaba numerado- es 
cuando empieza a tratar el punto en cuestión. 


Si uno le pusiera un título a cada párrafo, en la parte de la introducción, la fiscal habla en general, no de este 
Tribunal de Cuentas ni de alguno de sus miembros. Primero define la intervención preventiva; después, el 
Estado de derecho. Miremos el nivel de generalidad en el cual está trabajando. Después, define el Tribunal de 
Cuentas y las normas constitucionales que lo determinan, lo regulan, lo limitan. Luego, en la página 3 -repito 
que el documento fue numerado por mí-, sostiene que no puede actuar con irresponsabilidad. Dice: “Cuanto 
acaba de exponerse” -y son todas cuestiones generales; en ningún momento refiere al Tribunal de Cuentas 
actual su integración ni la actuación de sus integrantes- “solo intenta afirmar que los miembros del Tribunal 
no pueden actuar con irresponsabilidad, ni otra motivación que no sea la jurídica enmarcada en el Estado de 
Derecho que disfruta nuestra República”. 


Es decir -y agradezco que cuando los abogados nos brindan informes a quienes no lo somos, se cite la 
normativa general y, por supuesto, partiendo de la Constitución- se está hablando en términos generales. 


Se podría dividir el documento en dos partes para su análisis. La parte contextual general de este informe se 
refiere en particular a este Tribunal de Cuentas, y se cita el recurso de inconstitucionalidad presentado por 


dicho Tribunal. Lo único que afirma del Tribunal es -en el segundo párrafo de la página 4- “Por alguna razón, 
que no se entiende”. Es decir, no está afirmando nada en esta parte contextual general, donde habla de 
irresponsabilidad, del Estado de derecho y de las limitaciones que impone; dice “no se entiende”. No está 
haciendo ningún juicio o aseveración sobre los motivos, que -valga la redundancia- en este informe se 
plantea que no se entiende; pero no está planteando que no se entiende, y entonces habría que hacer alguna 
cosa. Cuando habla de irresponsabilidad, de transparencia, no está hablando de este Tribunal en particular. 


Uno podría preguntarse por qué se cita este recurso de inconstitucionalidad que se presentó. Se hizo porque 
resulta fundamental después para asesorar al jerarca, para entender por qué cita y por qué se basa tanto esta 
asesora en los votos discordantes. Cuando está hablando de inconstitucionalidad, está planteando la 
necesidad de que los votos discordantes sean fundados y públicos para poder conocer todos los argumentos; 
por eso cita la inconstitucionalidad del recurso presentado y también, por supuesto, la respuesta de la 
Suprema Corte de Justicia desestimando ese recurso. 


El documento que asesora al jerarca refiere estrictamente al punto focal y, además, así lo indica claramente 
esta división que propongo. En la página 5 del documento, se dice: “Señora Ministra, entrando al punto focal 
de esta consulta, observa esta Fiscalía que en sesión de fecha 30 de noviembre de 2016, [...]”. Ahí empieza a 
referirse estrictamente a la decisión del Tribunal de Cuentas, y a la respuesta o al asesoramiento de cómo 
debería proceder el jerarca. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Yo entiendo el esfuerzo denodado que hace el señor diputado preopinante y, por 
supuesto, lo justifico porque proviene de la bancada de Gobierno, y desde el punto de vista político su primer 
deber es respaldar a la señora ministra, tratar de interpretar las cosas y de sacarle dramatismo a las 
situaciones. 


Aclaro, antes que nada, que el dramatismo se lo puso el Tribunal de Cuentas por unanimidad, y esto incluye 
a los ministros del Frente Amplio. No nos olvidemos de esa referencia que no deja de ser importante. Pero, 
además, desde el punto de vista estrictamente objetivo y en cuanto al pronunciamiento de la señora fiscal, acá 
no hay parte general y parte especial y tampoco hay referencias al Tribunal de Cuentas en abstracto y 
referencias al Tribunal de Cuentas actual por oposición a los tribunales de cuentas del pasado. Porque la 
señora fiscal empieza su pronunciamiento diciendo que se le pide que se pronuncie sobre las observaciones 
formuladas por el Tribunal de Cuentas en la licitación para la compra del avión presidencial. Entonces, todo 
lo que viene después -esto está en el primer párrafo-, los párrafos subsiguientes, la parte general, la parte 
especial -o como se la quiera catalogar-, todo está referido a este Tribunal y a lo actuado por este Tribunal en 
esa licitación. Y de ahí no nos podemos salir. Es de sentido común lo que estoy diciendo. 


Pido disculpas al señor diputado, pero me vi en la necesidad de aclarar este aspecto. 
SEÑOR COUTO (Martín).- Por suerte el diputado que me pidió la interrupción habla de sentido común. 


El sentido común dice que si el Tribunal de Cuentas, en su oficio 1294/17, en su último párrafo de la 
primera página, afirma: “Es así que se afirma por parte del Sr. Fiscal, la supuesta falta de transparencia de 
este Tribunal, [...]”, les puedo asegurar que en una lógica decodificación sociológica no encontré en ningún 
momento una afirmación que sostenga que el Tribunal de Cuentas tiene falta de transparencia. No la encontré 
en este documento. Nuevamente, cuando habla de la transparencia, se refiere al recurso de inconstitucional y 
el señor fiscal dice “por alguna razón que no se entiende”. Es más, uno podría interpretar... 


(Interrupción del señor diputado Pablo Abdala) 
———(¿Me permite continuar? No le respondí ni siquiera lo anterior. 


Me faltó acotar que estoy haciendo este esfuerzo, en primer lugar, por un profundo respeto al señor diputado 
Pablo Abdala y a esta Comisión, no para defender al Gobierno. Cuando se plantean estos temas en estos 
ámbitos legítimos, venimos a discutirlos y no simplemente a dar una respuesta de una línea y a hacer como 
que no importan porque los votos son los que mandan. Estoy haciendo este esfuerzo por respeto, en primer 
lugar, al señor diputado Pablo Abdala. 


En el último párrafo de la página 4, que es en el único lugar donde se podría asumir por alguna 
interpretación, que no comparto -por eso le dije que me diera un momento para darle una nueva 


interrupción-, se dice: “El Tribunal de Cuentas no pudo escapar al régimen de transparencia, [...]”. No se está 
refiriendo a una capacidad o a una cualidad personal; está hablando de un régimen y se está refiriendo 
claramente a lo establecido en el artículo 34 de la Ley N* 19.149. Es decir, no le está diciendo a este Tribunal 
que tiene falta de transparencia. Eso surge a partir de un análisis, como decía el señor diputado Pablo Abdala, 
de sentido común y de comprensión lectora. 


Para finalizar, quiero decir que me parece raro que citar disposiciones constitucionales se constituya en una 
amenaza. En este Parlamento -es parte de la función de las legisladoras y los legisladores-, muchas veces 
antes de votar una ley se nos explica por qué para la oposición algunas cuestiones pueden tener vicios de 
inconstitucionalidad o se pudiera presentar recursos; inclusive, se nos explican los problemas que eso puede 
generar. No creo que haya amenazas por parte de cada diputado o diputada que hace ese tipo de advertencias. 
Además, no creo que si se quisiera amenazar lo hiciera un funcionario técnico asesorando a un jerarca, que lo 
único que hace es citar disposiciones constitucionales. No creo que se pueda considerar una amenaza. No lo 
recuerdo, pero creo que ni siquiera el Tribunal de Cuentas lo afirma así en su oficio enviado al señor 
presidente de la Asamblea General. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Yo insisto y, además, me parece legítimo que el señor diputado preopinante haga 
el esfuerzo que hizo. 


Ahora bien, a la hora de citar, citemos todo. Analicémoslo desde el punto de vista del sentido común y desde 
el punto de vista del sentido literal de las palabras. Porque la apelación a la transparencia no es solo esa que 
él acaba de invocar; invoquemos todas las alusiones a la transparencia que se supone que el Tribunal de 
Cuentas tiene que observar y que, según esta señora fiscal de Gobierno, no observó. 


En el antepenúltimo párrafo se dice: “En mérito a ese extremo” -después de que viene denostando la 
actuación del Tribunal- “y por vía separada, le remitiremos, señor Ministro, una propuesta de anteproyecto de 
articulado, a fin de que -de estimarlo conveniente-, propicie ante el Poder Ejecutivo una iniciativa tendiente a 
corregir estas inconsistencias” -la del Tribunal de Cuentas, según ella- “que perturban la transparencia de la 
función del Tribunal de Cuentas”. Está hablando de este Tribunal de Cuentas, y de esa observación del 
Tribunal de Cuentas. No podemos cambiar las cosas cuando son tan evidentes; no podemos decir que hoy no 
estamos reunidos en el edificio anexo del Palacio Legislativo ni que esta reunión se está desarrollando en el 
Estadio Centenario. Son hechos notorios, que no admiten prueba en contrario. Después se podrá valorar si es 
más grave o menos grave. Ahora bien, lo que dice es lo que dice. No podemos volver atrás y hacerle decir a 
la señora fiscal de Gobierno cosas que no dijo. 


Déjeme decirle, señor diputado -capaz que lo ayudo a reflexionar o a razonar, como lo hice yo en el verano 
cuando recibimos esa nota del Tribunal de Cuentas-, que las amenazas veladas de juicio político son 
amenazas al Tribunal de Cuentas pero también son un agravio. Yo me sentí agraviado en mi condición de 
legislador. Porque quien tiene que corregir o destituir, si fuera el caso, a los miembros del Tribunal de 
Cuentas cuando cometen faltas graves, es la Asamblea General. Entonces ¿nos trató de tontos a los 
legisladores la señora fiscal de Gobierno? Nos tuvo que hacer recordar a través del Poder Ejecutivo y desde 
su pronunciamiento que nosotros podemos hacerle un juicio político al Tribunal de Cuentas. Se me dirá que 
es un exceso de sensibilidad, pero me parece que el ejercicio desde el punto de vista intelectual -ya que el 
señor diputado es tan afecto a ese tipo de prácticas, que siempre son muy saludables- vale y vale mucho, 
porque demuestra claramente también la extralimitación de la señora fiscal. 


Y podríamos seguir discutiendo -como decía la señora diputada Cecilia Bottino, el resto del día y mañana 
también. Pero las cosas son como son. Repito, a esta altura no las podemos cambiar. No le podemos hacer 
decir a la señora fiscal de Gobierno una cosa diferente a la que efectivamente dijo. 


SEÑOR COUTO (Martín).- Supongo que fuera de esta Comisión y del trabajo parlamentario está cuestionar 
la motivación de los señoras y señores legisladores cuando vienen a este ámbito. 


Y la invitación a razonar no la acepto, porque en toda mi intervención no hice ningún comentario de las 
motivaciones del señor diputado Pablo Abdala -salvo el que refiere al respeto que me merece su planteo y, 
por lo tanto, el ejercicio que estoy haciendo tiene que ver con eso- ni de cuánto reflexionó, ni de cuánto no 
reflexionó. Sigo insistiendo en que no es que se hable de los tribunales de cuentas en general en el sentido de 
no nombrar a estos ministros; lo que estoy diciendo es que hay una parte general que refiere al Tribunal de 
Cuentas en tanto organización, parte del Estado, que no refiere a la actuación de este Tribunal. Y cuando se 


habla del antepenúltimo párrafo de la penúltima carilla de este texto, en realidad, lo que hay es un asesor no 
haciendo una aclaración a los legisladores -este informe no era para asesorar a legisladores; de hecho, está 
dirigido al señor ministro-, sino diciendo que tal vez para la transparencia de la función del Tribunal de 
Cuentas habría que mejorar ciertos aspectos. Si alguien nos viene a decir que habría que mejorar la 
transparencia de la función de este Poder Legislativo, no significa que estemos siendo poco transparentes. O 
podríamos decir que hay que mejorar la transparencia de los mecanismos de financiamiento de los partidos 
políticos y no necesariamente acusar a tal o cual sector, partido o dirigente de poco transparente. 


Reafirmo, subrayo y apoyo lo que dice el señor diputado Pablo Abdala en el sentido de que no se puede 
hacer decir a la fiscal lo que no dijo; por lo tanto, no encuentro referencias concretas en el oficio enviado por 
el Tribunal de Cuentas del texto de la fiscal que me permitan entender que la interpretación que hizo el 
Tribunal de Cuentas tiene que ver con lo que efectivamente manifestó la señora fiscal. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- Antes que nada, quiero dar la bienvenida a la señora ministra y al señor director. 


Se han reafirmado, subrayado y apoyado muchas cosas. Este debate que estamos presenciando en el día de 
hoy -que, en parte, era lo que se solicitaba-, acaba por dar la razón al señor diputado Pablo Abdala. Lo que 
estamos debatiendo es la pertinencia o no de los contenidos del dictamen, que debió haber sido 
exclusivamente técnico y no vinculado a la compra del avión presidencial, o avión multipropósito, que 
termina introduciendo otros contenidos que nada tienen que ver con la compra de dicho avión. 


El sentirse agraviado siempre es subjetivo, por eso se dice “sentirse”. Lo que pasa es que en este caso, 
coincidentemente, se sintieron agraviados los siete miembros del Tribunal de Cuentas, incluyendo a aquellos 
designados por el Frente Amplio. Parece una coincidencia curiosa que todos se sientan agraviados y que no 
exista un agravio objetivo. Es verdad que “sentirse” siempre es subjetivo; tal vez, correspondería analizar si 
no existe un agravio objetivo, que es lo que hace el señor diputado Martín Couto y lo que se solicitaba que se 
hiciera desde el punto de vista del Ministerio. 


Quiero dejar constancia de que me quedo muy preocupado, pues basado en la libertad de expresión y en la 
autonomía técnica, en el vehículo de los dictámenes técnicos se puede introducir cualquier contenido, y se le 
llama dictamen técnico y, entonces, se puede agraviar; no hay problema, y nadie puede decir nada. 


Dejo sentada esa preocupación porque me parece que a partir de acá vale todo, que un dictamen técnico es 
una especie de patente de corso, en el que se pueden introducir cosas que se salgan de las cuestiones técnicas. 
Eso es muy peligroso. 


SEÑOR GROBA (Óscar).- Nosotros siempre elogiamos la tenacidad del diputado que a través de la 
Presidencia de esta Comisión ha solicitado citar a la ministra para dar explicaciones que no le han quedado 
claras desde febrero hasta ahora. 


En definitiva, él quiere convencernos de algo que no nos convence. Nos parece bien que siga por el mismo 
camino, y elogiamos esa tenacidad. En realidad, la convocatoria del día de hoy quedó laudada claramente en 
febrero, pero siempre es bueno recibir a la señora ministra y a sus asesores, quienes siempre son bienvenidos 
en esta Casa. 


No existió ningún elemento que pudiera ofender al Tribunal de Cuentas en el documento que recibió el 
cuerpo de ministros para fundamentar la solicitud, reiteración y levantamiento de la observación. Ese es un 
dato concreto. No incidieron en absoluto en esta decisión los comentarios hechos en su momento. Esto es 
importante para nosotros y quedó laudado en el expediente, en el documento que recibió el cuerpo de 
ministros. Repito: para fundamentar la solicitud, reiteración y levantamiento de la observación, no existió 
absolutamente ninguna mención a esto que aquí se está hablando. 


Nosotros reafirmamos la confianza al Tribunal de Cuentas, su idoneidad, transparencia e independencia 
respecto a este dictamen que estamos reiterando en el día de hoy. Naturalmente, la tenacidad de quienes 
cumplen un papel de oposición es necesaria y hace bien a la democracia. Bienvenido sea este elemento que 
está arriba de la mesa, en la medida que aporte para que todos puedan expresarse. 


El dato concreto es el que acabo de manifestar y consta en las versiones taquigráficas. El Tribunal de 
Cuentas envió ese informe a los efectos de resolver el tema. No hay ninguna mención en esa resolución sobre 


lo que aquí se está hablando; por lo tanto, actuó con total transparencia. La tenacidad de querer sancionar a 
un funcionario la puede tener cualquier legislador o legisladora de esta Casa. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No sé muy bien a qué resolución se refería el señor diputado Óscar Groba, pero 
presumo que tiene que ver con la incidencia que en su momento -y cuando esta discusión se dio- pudo haber 
tenido, eventualmente, este dictamen de la fiscal de Gobierno y, al mismo tiempo, en qué medida pudo haber 
incidido en el cambio de actitud del Tribunal de Cuentas. 


Quisiera no entrar en ese terreno porque sería reabrir una discusión que es otra, que es paralela, y que la 
debatimos en el verano. Pero, todos recordamos al presidente de la República -ya que el diputado lo 
menciona, yo lo voy a decir- poniendo poco menos que en un plano de igualdad a la Fiscalía de Gobierno con 
el Tribunal de Cuentas; y contraponiendo un dictamen que no le era favorable del Tribunal de Cuentas con un 
dictamen o un pronunciamiento, que sí lo era, de su funcionaria subordinada, cuestión que nosotros en su 
momentos criticamos. Repito: las cosas se procesan y se laudan. Yo no quería reabrir esa discusión; preferiría 
no hacerlo pues nos llevaría varias horas más de sesión. 


Lo que me interesa dejar bien claro es que yo no soy un tenaz ni un caprichoso; yo cumplo con mis 
obligaciones como legislador, y entiendo que ante un problema institucional el Parlamento nacional, a través 
de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, debería haber procesado 
esta discusión, como lo dijo muy bien el señor diputado Daniel Radío. Si no, ¿por qué el Tribunal de Cuentas 
dijo lo que dijo? ¿Por qué el Tribunal de Cuentas por unanimidad, con el voto -entre otros- del señor ministro 
León Lev -por mencionar una personalidad muy emblemática y un hombre que merece mi respeto y 
consideración, pero particularmente el respeto, la consideración y el afecto de sus compañeros de Gobierno-, 
aprobó una comunicación de este tenor? Se dice: “El Tribunal no puede soslayar ciertas afirmaciones que 
realiza la Fiscal de Gobierno, que además de resultar, en parte, agraviantes para este Tribunal y sus 
funcionarios, refiere también, a circunstancias que nada tienen que ver con el aspecto jurídico de fondo [...]?”. 
Es decir, con los aspectos técnicos. La señora fiscal hace referencia a la supuesta falta de transparencia de 
este Tribunal. Acaso, ¿estos son inventos del señor diputado Pablo Abdala? ¿Estos son caprichos? ¿Esto 
responde a la tenacidad de un legislador de la oposición? Yo creo que no podemos perder la seriedad. Si no 
quieren actuar, si quieren proteger a la fiscal de Gobierno -me están llevando a ese terreno, ya que, en todo 
caso, los fiscales de Gobierno son útiles para fortalecer la posición del Poder Ejecutivo en determinados 
procesos licitatorios-, por lo menos no digan nada, pero no intenten llevar esto al terreno de que somos 
nosotros los que actuamos con capricho. 


(Interrupciones de varios señores representantes) 
———No me interrumpan. 


No me digan que actúo con tenacidad, con capricho y que no he logrado convencer a nadie. No, a mí me 
convenció el señor ministro León Lev; me convencieron los siete ministros del Tribunal de Cuentas; me 
convencieron los ministros promovidos por el Frente Amplio, y me convenció, desde el punto de vista 
institucional, el Tribunal de Cuentas, que se sintió agraviado. Y ahora me convenzo de que frente a ese 
agravio, quien se supone que tiene el poder disciplinario sobre una funcionaria subalterna -la señora ministra 
de Educación y Cultura-, no lo ejerce. 


Lamento que lleguemos a este punto, pero la dinámica del debate nos ha llevado a esta situación. 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- Realmente me sorprende el tono que mantiene el señor diputado Abdala 
desde la sesión de ayer. No sé qué le pasa, porque realmente lo conocía con otra templanza y otra forma de 
discutir. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Ayer me trató de mentiroso. 
(Diálogos) 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- La verdad que este no es el tono con el que estábamos acostumbrados a dar 
los debates en esta Comisión. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Tiene razón. 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- Por eso me llama poderosamente la atención el tono con el que se dirige a la 
bancada del Frente Amplio. 


Usted podrá no compartir el planteo del Poder Ejecutivo y de estos legisladores que representamos a la 
bancada de Gobierno 


(Diálogos) 


——=El señor diputado convocante podrá no compartir la postura del Poder Ejecutivo -reitero- ni de los 
legisladores que representamos a la fuerza política de Gobierno, y eso es legítimo; por eso son oposición. 


Sinceramente, ayer hablé de ninguneo y hoy me vuelvo a sentir de la misma manera. Se pueden hacer 
consideraciones políticas del tenor que sea, pero con el debido respeto a quienes sostenemos posturas 
diversas, porque estamos en posiciones políticas distintas. Lo dije desde el principio: vamos a seguir 
discutiendo y no nos vamos a poner de acuerdo. 


Solicito que se respete nuestra postura y no se nos pretenda descalificar, ya que sentí nuevamente que las 
palabras del señor diputado Abdala pretenden descalificar nuestra postura. 


Quiero dejar esta constancia porque -reitero- este no había sido el tenor de las discusiones que tuvimos en 
esta Comisión desde el año 2015. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Pretendiendo contribuir con la Mesa y con la Comisión -además, me parece que 
estamos a punto de dar un espectáculo lamentable a la señora ministra-, y a los efectos de canalizar esta 
sesión, quiero decir que no he agraviado a nadie. He hecho consideraciones de carácter político. Yo no hice 
referencias personales ni insulté a ningún señor diputado porque no es mi estilo y porque sería una falta de 
respeto. Si, en todo caso, alguien sintió, desde el punto de vista espiritual o anímico, que yo herí a algún 
colega por mis palabras, lo lamento mucho y me disculpo en lo que respecta a esa consecuencia, pero no me 
retracto de nada de lo que dije y por eso aclaro que de mis palabras no se desprende el más mínimo agravio 
personal. Yo hice consideraciones de carácter político, no con relación siquiera a la bancada de Gobierno, a 
los representantes del oficialismo en el Parlamento, sino con relación a la actuación del Poder Ejecutivo, que 
es al que nosotros tenemos que controlar y es lo que estamos haciendo en la mañana de hoy, frente a un 
hecho como este, que ha sido reputado como grave por el propio Tribunal de Cuentas. 


En esa perspectiva, no se me puede limitar ni coartar en cuanto a calificar, desde el punto de vista político 
-aunque duela y pueda parecer fuerte-, determinadas afirmaciones; la señora ministra rebatirá, aclarará o 
discrepará con ellas, pero que no se me diga que estoy agraviando, porque no es verdad. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- No pretendo entrar en los temas que hacen a las 
diferentes bancadas que, por suerte, integran esta Comisión. Sí quiero decir que a partir de las palabras del 
señor diputado Abdala hemos sentido que ejercemos la defensa de personas a las que no nos corresponde 
defender, como es el caso de los fiscales de Gobierno. No nos corresponde defenderlos ni atacarlos; nos 
corresponde respetarlos. 


Respetamos los dictámenes de la Fiscalía de Gobierno. No entramos en el caso particular de ninguno de 
ellos porque el dictamen a la Fiscalía de Gobierno se lo solicita otro ministerio en función de la necesidad de 
tener fundamentos que presentar ante el Tribunal de Cuentas. 


El señor diputado me alcanza la resolución del Tribunal de Cuentas, que ya me había sido enviada cuando la 
señora diputada Macarena Gelman nos transmitió la necesidad de comparecer en esta Comisión, pero 
-reitero- no fue enviada al Ministerio de Educación y Cultura por parte del Tribunal de Cuentas. Por lo tanto, 
no es pertinente que yo analice esa comunicación. Si les fue remitida a los señores diputados, es pertinente 
que sean ustedes quienes realicen el análisis de esa comunicación, no el Ministerio de Educación y Cultura. 


Quiero dejar muy claro que, como dije al inicio, no le escapo al trabajo. Si legislan que debo corregir los 
dictámenes objetivos o subjetivos y la forma en que se expresan los fiscales de Gobierno o la Fiscalía 
General, aunque me acueste todos los días a las tres de la mañana, lo haré; sin embargo, creo que es 
totalmente anticonstitucional que lo haga. 


Entiendo que es anticonstitucional que el Ministerio de Educación y Cultura haga juicios de valor sobre 
subjetividades de organismos de contralor que según la Constitución de la República tienen independencia 
técnica. La independencia técnica tiene un valor objetivo que sirve al que la pide, para hacer su defensa de la 
reiteración del gasto, y un valor subjetivo, en el cual creo que no debo entrar; pero si entienden que debo 
hacerlo, lo legislan, porque con la legislación vigente, no se nos puede solicitar nada más que una sanción en 
lo administrativo a la Fiscalía de Gobierno. 


También quisiera aclarar una interrogante que hizo el señor diputado Abdala que quedó sin contestar, que 
refiere a la ley que ampara que los fiscales de Gobierno sean considerados como cualquier funcionario 
público que accede a otro cargo para la reserva del cargo. 


A los efectos de que lea la reglamentación correspondiente, solicito que se autorice al doctor Maqueira a 
hacer uso de la palabra. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- En este punto, quiero ratificar lo que habíamos dicho antes y sobre lo que 
había solicitado ampliación el señor diputado Abdala. 


Busqué rápidamente la información en la página web del IMPO. La legislación referida es el artículo 21 de 
la Ley N* 17.930, que establece que: “Los funcionarios públicos designados para ocupar cargos políticos o de 
particular confianza, quedarán suspendidos en el ejercicio de los cargos presupuestados o funciones 
contratadas de los que fueren titulares al momento de la designación, con excepción de los docentes”. 


Claramente, son funcionarios públicos presupuestados y están amparados por el artículo 21 de la Ley 
N* 17.930. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Valido y ratifico el motivo y la pertinencia de la convocatoria. 


Esto no fue una ocurrencia del señor diputado Abdala, sino una comunicación a la Asamblea General de un 
organismo de contralor. 


Para nuestra colectividad política, los órganos de contralor -llámese Corte Electoral, Tribunal de Cuentas o 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo- tienen un valor muy particular, muy sentido en cuanto a la 
evolución institucional del Uruguay y los vemos prácticamente como joyas de una corona que engarza la 
institucionalidad del Uruguay. Nos preocupa mucho todo lo que pueda afectar su autonomía y su integridad 
de funcionamiento, aun más cuando entendemos -participamos de ello- que los señores fiscales de cualquier 
turno y de cualquier materia, notoriamente, tienen autonomía técnica. La autonomía técnica es una cosa, pero 
otra es el tenor del dictamen, que está cargado de un conjunto de epítetos, de adjetivos calificativos, que 
realmente erosionan el prestigio de una institución. En todo caso, se puede discutir de mérito o de 
jurisdicidad respecto al tenor de un dictamen del Tribunal, pero parecería innecesario ingresar en un conjunto 
de consideraciones como las que empleó la Fiscalía de Gobierno en este caso. 


Cuando hablamos de funciones correctivas, obviamente, no involucramos los aspectos técnicos de la 
función sino el llamado de atención al debido respeto entre instituciones para el tratamiento interinstitucional. 
A eso nos referimos. 


Se ha reiterado -ya por enésima vez- que no se trata de oposición u oficialismo, sino de algo que afectó, 
inclusive, a los integrantes del Tribunal de Cuentas designados por el Frente Amplio. Esto es notorio. No es 
casual que venga esto, más allá de que se hagan distintas lecturas o interpretaciones. Lo real es que no se trata 
de un conjunto de palabras idóneas para el relacionamiento entre órganos a fin de discutir, desde el punto de 
vista técnico o de mérito, un fallo de un organismo. A eso vamos. Y más cuando se hace todo un análisis que 
desde lo general a lo particular puede tomarse como válido, pero deja colgando una serie de cosas que no es 
necesario que estén incluidas en un fallo y menos dirigido al Tribunal de Cuentas, que tiene su propio 
estatuto y conoce perfectamente la existencia de los mecanismos de juicio político y de destitución de sus 
integrantes. 


A eso nos referimos, no a la intervención en la labor técnica de los aspectos jurídicos sobre los cuales actúa 
el fiscal de Gobierno. La facultad correctiva se aplicaría respecto a la erosión del trato y la forma de 
relacionamiento entre dos instituciones que deben mantener niveles de cordura y de respeto. A eso nos 
referíamos cuando pedimos que la señora ministra tomara acciones al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más anotados para hacer uso de la palabra, quisiera hacerlo yo, pero 
como no puedo hacerlo desde esta posición, solicito a los miembros de la Comisión que designen un 
presidente ad- hoc así yo puedo hacer uso de la palabra. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- Propongo al señor diputado Darcy de los Santos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 
———Nueve en diez: AFIRMATIVA. 

(Ocupa la Presidencia el señor Representante Darcy de los Santos) 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Creo que ante todo es indispensable distinguir -como ya lo han hecho otros 
legisladores, entre ellos el señor diputado Alejo Umpiérrez- la diferencia entre el fondo del dictamen de la 
Fiscalía de Gobierno al que nos estamos refiriendo, y el estilo con que se expresan esos conceptos. Son dos 
cosas distintas. 


Respetando absoluta y escrupulosamente -como debe ser- la independencia técnica de los señores fiscales, 
es perfectamente posible -es más: es debido- controlar el estilo con el cual se expresan. 


También en otros planos, goza de absoluta independencia en el ejercicio de sus funciones el abogado que 
defiende a su cliente, sin embargo, el juez de la causa -que no puede controlar, limitar ni regular de ninguna 
manera el fondo de sus apreciaciones-, en el curso de una audiencia lo puede mandar guardar estilo; también 
lo hace en una sentencia cuando toma en cuenta las expresiones del letrado y le manda guardar estilo y, 
eventualmente, le impone sanciones disciplinarias. No está menoscabada la independencia del abogado, pero 
se le ordena expresarse correctamente. 


Tampoco hay nadie más independiente que el legislador en el ejercicio de sus funciones. Tan independientes 
somos que, además, gozamos de un estatuto de absoluta protección. Jamás seremos responsables por nuestros 
votos u opiniones; más protección que esa no hay. Sin embargo, cuando en el curso de una sesión de la 
Cámara faltamos el respeto debido a los demás y utilizamos expresiones impropias o hirientes, el presidente 
nos puede corregir y, eventualmente, llegado el caso, si fracasan las sucesivas exhortaciones, hasta nos puede 
hacer retirar de sala. ¿Eso significa que el presidente de la Cámara tenga que controlar lo que vayamos a 
decir y quedarse hasta las tres de la mañana leyendo los discursos de los legisladores? No, pero si hay un 
desvío evidente en la conducta en sala, puede actuar. Es evidente que es así. 


Si mañana un Fiscal o cualquier otro funcionario, utiliza un lenguaje obsceno o procaz ¿se dirá que no hay 
nada que hacer porque goza de independencia técnica? Me parece evidente que no puede ser así; no es así. 


¿En este caso ha habido lenguaje obsceno o procaz? No, evidentemente, pero ha habido un lenguaje 
descomedido, agresivo, hasta impertinente, que fue juzgado de esa manera no por cualquier persona ni 
institución, sino nada menos que por los siete ministros del Tribunal de Cuentas de la República que, como 
todos sabemos, representan a todas la sensibilidades políticas. No recuerdo otro episodio similar desde el año 
1985 hasta ahora. Entonces ¿estos siete ciudadanos a los que ha designado la Asamblea General -confiando 
en sus conocimientos técnicos, pero, sobre todo, en su hombría de bien y en su buen juicio- actúan caprichosa 
o apresurada y toman por agravio o insolencia lo que no lo es? Yo no comparto esa apreciación ni esa manera 
de ver las cosas. 


Creo que ha habido, evidentemente, un exceso, un apartamiento del estilo debido por parte de la Fiscalía de 
Gobierno que, además, formula algunas apreciaciones que me resultan sorprendentes. 


Por ejemplo, el dictamen dice lo siguiente: “Es decir, el Tribunal habría recibido al parecer dos proyectos, 
uno que no objeta el gasto y el otro que lo observa. Es como si un Tribunal jurisdiccional llevara al acuerdo 
dos proyectos de sentencia, uno condenatorio y otro absolutorio. Inimaginable”, concluye la señora fiscal 
dictaminante. 


Esto es sorprendente porque cualquiera que conozca cómo funcionan los tribunales sabe que es lo más 
normal que al acuerdo vayan proyectos distintos: uno que propone revocar la sentencia y otro que propone 
confirmarla. Por eso, cuando faltan los votos para acordar sentencia, se integra el Tribunal por sorteo y se 
designa otro ministro; el doctor Maqueira sabe perfectamente que esto es de todos los días. Me sorprende, 
porque uno supone que quien se arroga la potestad de tratar al Tribunal de Cuentas en la forma en que lo 
hace, goza de cierta autoridad profesional o científica. Yo no conozco a esta doctora, pero me sorprende que, 
tomándose esas atribuciones, libertades o licencias -como decía hoy el señor diputado Abdala-, después 
incurra en estos errores enormes. Me preocupa por el Poder Ejecutivo, porque la persona que lo está 
asesorando no sabe cómo funcionan los Tribunales de Apelaciones ni la Suprema Corte de Justicia. Eso es 
preocupante y hace al fondo del tema, pero no voy a entrar a considerarlo. 


Hay un problema con el estilo. No es necesario que nos aboquemos a dictar esas normas a las que hacía 
referencia la señora ministra porque ya existen; lo que hay que hacer es aplicarlas. Me refiero al Decreto N* 
30 del año 2003. La Ley N* 17.060 es reglamentaria y de aplicación para todos los funcionarios públicos sin 
excepciones, es de absoluta generalidad, como resulta del considerando VIII, que hace hincapié en la 
absoluta generalidad de las disposiciones de ese decreto que regula el modo en que debe ejercerse la función 
pública. Repito que es de absoluta generalidad; no están excluidos los fiscales de gobierno. 


Entre los deberes que consagra el Decreto N* 30 del año 2003 está el de tratar a los demás funcionarios 
públicos con respeto, algo tan elemental, sencillo e importante. El artículo 15 de ese Decreto establece: ““El 
funcionario público debe respetar a los demás funcionarios y a las personas con quienes debe tratar en su 
desempeño funcional y evitar toda clase de desconsideración (art. 21 de la ley 17.060)”. 


El Tribunal de Cuentas de la República entendió que no se le ha tratado con el debido respeto, y yo 
comparto esa apreciación. En esto siempre hay una dosis de subjetividad, pero la recepción de esa 
subjetividad está amparada por la norma que acabo de leer. Si la norma dice que los funcionarios deben 
actuar con respeto, es evidente que alguien tiene que apreciar si se respetó o no. Esto no es una exhortación 
platónica a respetar; es un deber jurídico. El artículo 38 del Decreto N* 30 del año 2003 establece que toda 
violación a estos deberes será considerada falta disciplinaria y deberá sancionarse. Así como el juez sanciona 
al abogado que no guarda estilo o el presidente de la Cámara sanciona al legislador en el curso de una sesión 
-para otra clase de infracciones hay otras sanciones en el artículo 115 de la Constitución que reclaman la 
decisión por mayoría especial de cada Cámara-, del mismo modo, a tenor de lo dispuesto por estas normas a 
las que me acabo de referir, el Poder Ejecutivo puede y a mi juicio debe -porque estas no son facultades 
discrecionales, sino que se trata del deber de aplicar la normativa jurídica- sancionar según los 
procedimientos disciplinarios correspondientes, a quien ha incumplido el deber de respeto establecido por el 
artículo 15, perjudicando, nada menos, que al Tribunal de Cuentas de la República. 


Esa es mi opinión sobre el asunto. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- Quisiera hacer algunas precisiones respecto al análisis del dictamen. No 
quisimos entrar en eso porque entendimos que la convocatoria refería a otra cosa: al accionar del Ministerio 
respecto al dictamen, no al dictamen en sí. De todas formas, agradezco al diputado Couto el análisis que hizo 
del dictamen, con el cual coincidimos. Aclaro que ni siquiera nos conocemos. No es que haya habido algún 
tipo de acuerdo previo, pero reitero que me pareció muy bueno el análisis que hizo. 


Respecto a lo que planteó el señor diputado Pasquet en cuanto al Decreto N* 30, efectivamente, es aplicable 
en forma general, aunque como el diputado sabe, las normas tienen que interpretarse armónicamente. Hay 
una norma del mismo rango que el Decreto N* 30, que establece que no podemos cuestionar los dictámenes 
técnicos de los fiscales de Gobierno. Por supuesto que estos tienen que tratar con respeto a todos los 
funcionarios públicos, pero también tenemos que atender esta otra norma. 


Se habló del estilo. Nosotros no podemos sancionar a un fiscal de Gobierno por el estilo que maneja. Podrá 
gustarnos o no. El dictamen fue solicitado por el Ministerio de Defensa Nacional, no por el Ministerio de 
Educación y Cultura, y se expidió como sucede todos los días. No podemos analizar el estilo de los 
dictámenes de los fiscales. ¡Imaginemos sancionar a los fiscales por el estilo con que formulan sus 
dictámenes! No podemos entrar en eso. 


La idea no es ridiculizar las expresiones; se entiende. Pero espero que los señores diputados comprendan 
que ese es un camino peligroso. Probablemente, para algunos diputados puede ser muy claro que a raíz del 


dictamen debió haberse generado una sanción, pero hay otras opiniones. Esta es una cuestión muy opinable y 
subjetiva, y además tenemos una norma que establece que no lo podemos hacer. ¿Dónde está el límite de lo 
que es parte del dictamen y lo que no? Como dijo la señora ministra, si hay que revisar, hay que revisar toda 
la parte objetiva y toda la parte subjetiva de un dictamen. En ciertos casos algunos puedan interpretar que eso 
es muy claro, pero seguramente vamos a encontrar zonas grises. Es peligroso entrar a ver qué estilo tuvo el 
dictamen y si ofendió o no. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Me da la impresión de que estoy proponiendo menoscabar la independencia 
técnica de los fiscales de Gobierno o controlar el estilo de sus dictámenes, lo cual no es cierto. Lo que debe 
controlarse es el cumplimiento del deber de respeto que tiene cualquier funcionario público. Esto no impide a 
los fiscales decir lo que tengan que decir con absoluta independencia técnica y con absoluta libertad sobre las 
cuestiones sometidas a su dictamen. Eso no está en tela de juicio. Rechazo enfáticamente la voluntad 
reiteradamente expuesta por el oficialismo -tanto por los representantes del Poder Ejecutivo como del Poder 
Legislativo- de situar esta cuestión en el plano de la independencia técnica y decir que quienes cuestionamos 
la actuación de la fiscal de Gobierno cuestionamos la independencia técnica de los asesores del Poder 
Ejecutivo. No es así. Enfáticamente lo rechazamos. 


Insisto en que si mañana un dictamen utiliza expresiones obscenas o procaces, de esas que ofenden a 
quienes las leen, cualquier persona común se preguntará: ¿es independencia técnica? o dirá: “¡Qué 
barbaridad, hay que actuar!”. Razono esto por el absurdo, para que se vea con claridad. 


Tampoco se trata de controlar el estilo: si el estilo literario es mejor o peor, si las frases tienen más o menos 
efecto, si los adjetivos son adecuados; no es eso. El tema es el respeto debido. ¿Qué organismo entiende que 
no se le ha tratado con el respeto debido? El Tribunal de Cuentas de la República. Esa no ha sido una 
apreciación formulada entre cuchicheos de los miembros del Tribunal de Cuentas, sino que lo han expresado 
a través de un oficio dirigido nada menos que al presidente de la Asamblea General, y ha cobrado estado 
público. 


Ante eso, me parece que debemos tener un mínimo de sensibilidad e instruir los procedimientos 
disciplinarios correspondientes. El Poder Ejecutivo llegará a las conclusiones que deba. Es posible que diga: 
“Estudiado el punto, concluimos que no ha habido infracción al deber de respeto del artículo 15 del Decreto 
N? 30 del año 2003”. O puede decir: “Sí, efectivamente se ha faltado al deber de respeto y corresponde 
observar al funcionario que ha actuado de esa manera”. Ese es el final del procedimiento. Pero no se puede 
ignorar olímpicamente que existe una queja pública del Tribunal de Cuentas. En esos casos, el Poder 
Ejecutivo puede -a mi juicio, debe- actuar de oficio. No necesita denuncia de parte. Esto no es un delito 
perseguible a instancia de parte. Es una infracción pública a un deber jurídico claramente establecido en 
normas que comprenden a todos los funcionarios públicos. Este planteamiento no lo hace un partido opositor 
del Parlamento, sino el Tribunal de Cuentas de la República por unanimidad de sus integrantes. 


Lo menos que esto merece es una atención institucional. Se debió haber instruido el procedimiento y llegar 
a las conclusiones que el Poder Ejecutivo entendiera pertinentes. Debió haberse hecho eso. 


SEÑOR COUTO (Martín).- Cuando me toca actuar como diputado, una de las cosas que trato de hacer es 
escuchar, por ejemplo, al señor diputado Pasquet y sus explicaciones, que están siempre en el límite entre lo 
jurídico y lo político; soy consciente de la riqueza que eso implica. Si lo malinterpreto y termino diciendo 
que el diputado dijo tal o cual cosa, desde ya le pido disculpas. 


Entiendo que el diputado no pidió que hubiera un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura con un 
lápiz, corrigiendo el estilo de cada dictamen. Claramente, no está planteado eso, pero también en la Cámara 
-a todos nos ha pasado; acá no hay distinciones entre los partidos políticos-, cuando el presidente observa una 
expresión es porque resulta obscena o procaz. Todo el tiempo -en la sesión de ayer y en otras- hay personas 
sintiéndose agraviadas, pero el presidente no interviene en todas esas situaciones. ¿Por qué? Supongo que 
cuando se trata de un sentir -que es cierto que es subjetivo, pero eso no implica que sea irreal; puede haber un 
sentir subjetivo sobre el que haya que actuar-, al ser subjetivo, tiene que ser una cuestión bien clara. Cuando 
el señor diputado Pasquet pone un ejemplo, habla de expresiones obscenas, no de citar a Delpiazzo, 
Manrique, Cassinelli Muñoz, Alberto Sayagués o la Constitución de la República. No encuentro que haya 
expresiones obscenas y por eso entiendo que el Ministerio de Educación y Cultura no intervino. 


Me parece lo más natural que los ministros discrepen con esta posición, ya que prueba, una vez más, que en 
el Frente Amplio no tenemos tres o cuatro personas que resuelven ni en todos los lugares del Estado 
opinamos exactamente lo mismo. Me parece que eso enriquece. Me gustaría consultar al ministro Lev para 
preguntarle sobre sus interpretaciones. 


Estamos hablando de una fiscal y de un Tribunal de Cuentas que se siente agredido. Esta es una opinión que 
tal vez no tenga que ver estrictamente con lo jurídico. Yo observaría cuando un órgano superior, con más 
poder, agravia, o cuando alguien con menos poder se siente agraviado. Me parece que en esos casos, en un 
sistema democrático tenemos que asegurar que en función del estado de derecho y del respeto a la 
Constitución todos los ciudadanos deben tener la posibilidad de manifestarse, de discrepar, inclusive, con el 
órgano máximo, con la Suprema Corte de Justicia. También nos acusaron de violar la independencia del 
Poder Judicial por criticar duramente algunos fallos de la Suprema Corte de Justicia que, como ciudadanos, 
no nos parecieron acertados. 


Me parece que en este caso no se trata de un órgano superior en la cadena de mando. Tampoco es un órgano 
que esté -en términos del poder real y de las competencias que tiene- por debajo de un fiscal que asesora a un 
ministro. No estamos en el caso -no me refiero a una observación jurídica, sino al funcionamiento de las 
instituciones- de que alguien tenga la certeza de que hayan existido agravios y sea un problema que ponga en 
riesgo al Tribunal de Cuentas; digo esto, simplemente viendo los rangos de las dos partes involucradas. 


Mis intervenciones y las de esta bancada no legitiman ni dan por bueno el contenido del planteamiento del 
señor diputado Abdala, sino que legitiman y dan por bueno este espacio, que es el de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes. Por supuesto 
que hay que hacer el esfuerzo de legitimar todas las veces que participamos en él. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Notoriamente, el señor diputado Couto es un hombre inteligente. Creo que no 
necesita de mis explicaciones, pero para que conste en la versión taquigráfica quiero decir que el deber 
jurídico que impone el artículo 15 del Decreto N* 30 del año 2003 es el de respeto. Esta es una expresión 
muy amplia. No está referida exclusivamente al uso de términos obscenos o procaces. Aclaré que utilizaba 
esos términos para ejemplificar por el absurdo. No le atribuyo a este dictamen el uso de ese tipo de términos. 
Tampoco esos términos son los únicos que justifican la exigencia del cumplimiento del deber de respeto. En 
el ámbito forense, la expresión que se usa -porque está en la ley procesal- es el deber de guardar estilo. El 
juez puede mandar al abogado a que guarde estilo. No es un problema del estilo literario, sino de la conducta 
en la audiencia. Aquí, en la sala, un presidente debe sancionar el uso de expresiones hirientes. Son distintas 
modalidades para decir sustancialmente lo mismo: hay que respetar al otro. Eso lo establece el artículo 15 al 
que me he referido tantas veces. 


Tampoco se trata de controlar esto en todos y cada uno de los dictámenes, pareceres u opiniones que emiten 
los fiscales o los miles de funcionarios públicos. No. Estamos diciendo que hay que tomar en cuenta que es la 
primera vez que pasa esto desde el año 1985 a la fecha. Es un caso absolutamente excepcional, felizmente 
excepcional, porque no es costumbre que se falte el respeto al Tribunal de Cuentas, a la Corte Electoral ni a la 
Suprema Corte de Justicia. No es lo que suele suceder. Por eso, a mí me parece que esto no se debe pasar por 
alto y corresponde actuar. Al final, se llegaría a la conclusión que el Poder Ejecutivo entienda pertinente y 
nosotros lo juzgaremos en cuanto tome esa decisión. Pero no se puede desconocer esto y actuar como si nada 
hubiera pasado. 


Por eso, me alegra la iniciativa del señor diputado Abdala y lo felicito porque hubiera sido muy grave que 
ante el planteamiento remitido a la Asamblea General, que además es de pública notoriedad -lo sabe todo el 
país-, acá no hubiese sucedido absolutamente nada. Sería como decir: “Los fiscales de Gobierno, los 
funcionarios del Poder Ejecutivo, pueden dirigirse en los términos que quieran a las autoridades o a las 
instituciones de la República; socapa de la llamada independencia técnica, aquí vale todo”. Eso no se puede 
admitir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la señora ministra de Educación y Cultura y del señor 
director de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales. 


Se levanta la reunión. 
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